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Temas: 
DERECHOS DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [E]ste Tribunal considera que Colpensiones cumplió con los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional en el entendido de haber materializado el derecho fundamental de petición, debiendo la actora allegar las pruebas que requiere la entidad accionada para que con esa nueva información, se puedan hacer las correcciones pertinentes. Por lo tanto, con independencia de la respuesta ofrecida por el Director de Historia Laboral, en este asunto en concreto se puede concluir que se ha configurado una carencia actual de objeto, y por ende, la Sala no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger los derechos fundamentales invocados por la accionante, lo que encuentra su fundamento en lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 (…).Por lo anterior, esta  Sala confirmará el fallo de primera instancia y se declara la existencia de un hecho superado, toda vez que se ha configurado una carencia actual de objeto; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela  pierde su razón de ser ante la ausencia de derechos fundamentales para garantizar.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, catorce (14) de agosto de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0805
Hora: 3:55 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de COLPENSIONES frente al fallo emitido el 28 de junio de 2017 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la tutela instaurada por la apoderada judicial del señor  Neftalí Quintero Arroyave  en contra de esa entidad por considerar vulnerado el derecho fundamental de petición.
2. ANTECEDENTES 
2.1. Informó la apoderada del señor  Neftalí Quintero Arroyave  que el 27 de marzo de 2017 presentó una petición ante Colpensiones, por medio de la cual solicitó la corrección de la historia laboral, sin que al momento de instaurar la presente acción hubiera recibido respuesta. Por lo anterior, solicitó que le fuera amparado el derecho fundamental de petición a su poderdante, en el sentido de ordenar a la entidad accionada que resolviera de fondo su requerimiento.
Adjuntó con el poder y la demanda copia del comprobante recibido de la solicitud bajo el radicado No.2017_3151084 del 27 de marzo de 2017, junto el formulario de solicitud de corrección de la historia laboral y cédula de ciudadanía (Fls. 4-11). 
2.2. Mediante auto del 13 de junio de 2017 el juzgado de primera instancia avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y ordenó correr traslado a la entidad accionada, enviando el oficio Nº1080 al Gerente Nacional de Operaciones y Tecnologías (Fls 13 y 14)

2.3. Obra una respuesta a la demanda de tutela emitida por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de Colpensiones, la que aparece recibida en el juzgado fallador el 29 de junio de 2017, la cual no se tendrá en cuenta, por ser extemporánea (Fls. 18-27)

3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 28 de junio de 2017, el Juzgado 6º Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira, resolvió tutelar el derecho fundamental de petición a el señor  Neftalí Quintero Arroyave  y ordenó al Gerente Nacional de Operaciones y Tecnología o quien haga sus veces de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de la notificación de este fallo, si aún no lo ha hecho, resuelva de fondo y de manera clara y precisa el derecho de petición impetrado por la apoderada judicial del señor NEFTALÍ QUINTERO ARROYAVE, presentado el 27 de junio de 2017. (Fls. 15-17).
COLPENSIONES fue notificado del fallo de tutela a través de correo electrónico del 29 de junio de 2017 (folios 29 - 30).
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de Colpensiones allegó el 30 de junio de 2017 un oficio mediante el cual manifestó que en la presente acción de tutela existe una carencia actual del objeto, toda vez que con oficio del 21 de junio de 2017 se había resuelto la petición del actor, el cual había sido enviado con la guía GN25056322 de la empresa de mensajería Thomas Express.

Por lo tanto,  consideró en este caso se configuraba una carencia actual de objeto por hecho superado (Fls. 31-33).
Adjuntó copias del oficio con fecha del 21 de junio de 2017 enviado a la apoderada del accionante y la guía de la empresa de mensajería (Fls. 34-41).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA
5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5.  En lo que respecta al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza:  “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
5.6. La Corte Constitucional ha propuesto y delimitado unas subreglas que se deben tener en cuenta por los operadores jurídicos al momento de hacer efectivo el derecho fundamental de petición y en tal sentido, en la Sentencia T-377 de 2000 analizó el dicha garantía  y estableció 9 características del mismo
: 
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta”. (Subrayas propias)
5.7. DEL CASO EN CONCRETO

5.7.1. En el caso bajo estudio,  esta Sala observa que la apoderada del señor Neftalí Quintero Arroyave demandó el amparo del derecho fundamental de petición por considerar que Colpensiones no le había dado respuesta a su solicitud de corrección de historia laboral, la cual radicó el 27 de marzo de 2017 bajo el No.2017_3151084 (Fl.6).   
5.7.2.  De conformidad con la petición de la accionante, el Acuerdo 108 de 2017 “Por el cual se modifica la estructura interna de la Administradora  Colombiana de Pensiones COLPENSIONES” expedido por la Junta Directiva de esa entidad, señala  que la Dirección de Historia Laboral con funciones asignadas a la Gerencia de Administración de Información es la encargada, entre otras, de las siguientes tareas: 

“4.1.2.1. Actualizar la historia laboral de los afiliados a partir de los aportes que se efectúen y demás registros que generen un impacto en la misma.

4.1.2.2. Verificar y validar la información incorporada a la historia laboral.

4.1.2.3. Subsanar las inconsistencias encontradas en la historia laboral.”
En este caso, el juez de primer grado omitió integrar al contradictorio con la Dirección de Historia Laboral de la entidad accionada, lo que generaría la nulidad prevista en el numeral 8° del artículo 133 del C.G.P., si no fuera porque el doctor Diego Alejandro Urrego Escobar, Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de Colpensiones aportó con la impugnación del fallo de tutela de primer grado copia del oficio expedido el 21 de junio de 2017 por el Gerente de  la Administración de la información Dirección Historia Laboral, doctor César Alberto Méndez Heredia, mediante el cual respondió al señor  Neftalí Quintero Arroyave  lo siguiente (Fl. 34):

“…en atención a su solicitud referente a la validación y cargue de los ciclos 199502 199508 con el empleador GABRIEL HERRERA CASTAÑEDA Nit. 6555339, nos permitimos informar que una vez verificadas nuestras bases de satos, no se evidencia pago efectuado por dichos empleador para tales ciclos, razón por la cual no se contabilizan en su historia laboral.

Es de aclarar que al respecto, es posible que se hasta dado el pago por parte del empleador pero que el mismo presente inconsistencias como error en los datos o falta de detalle respecto de los afiliados cobre los cuales se efectúo el pago, y en tal sentido nuestro sistema no registra la aplicación de los mismos, mostrándolos como deuda, pues de igual forma deben ser aclarados por el empleador.

Por lo anterior y de acuerdo a las atribuciones  que nos competen y a las leyes vigentes, hemos requerido al empleador el pago o aclaración de los ciclos pendientes. …”.
La anterior comunicación fue  enviada a la abogada del señor Quintero Arroyave con la guía GN25056322 de la empresa Thomas Express, a la dirección calle 20 No.6-30, oficina 905 Edificio Banco Ganadero (Fl. 40), la que había sido registrada en la demanda de tutela (Fl. 1). 

5.7.3. Así las cosas, este Tribunal considera que Colpensiones cumplió con los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional en el entendido de haber materializado el derecho fundamental de petición, debiendo la actora allegar las pruebas que requiere la entidad accionada para que con esa nueva información, se puedan hacer las correcciones pertinentes. Por lo tanto, con independencia de la respuesta ofrecida por el Director de Historia Laboral, en este asunto en concreto se puede concluir que se ha configurado una carencia actual de objeto, y por ende, la Sala no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger los derechos fundamentales invocados por la accionante, lo que encuentra su fundamento en lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: “Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”
5.7.4. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 
(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 

Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.   El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. ”[7]. (Subrayas propias) 

Por lo anterior, esta  Sala confirmará el fallo de primera instancia y se declara la existencia de un hecho superado, toda vez que se ha configurado una carencia actual de objeto; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela  pierde su razón de ser ante la ausencia de derechos fundamentales para garantizar.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia proferida el 28  de junio de 2017 por el Juzgado 6º Penal del Circuito Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor  Neftalí Quintero Arroyave  en contra de COLPENSIONES y se DECLARA la carencia actual de objeto por hecho superado. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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